SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N° 044
RADICACIÓN:    660013109004202000001-01

ACCIONANTE:   FERNANDO ESTEBAN MEJÍA V.
 MODIFICA SENTENCIA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO DE PENSIÒN DE INVALIDEZ / IMPROCEDENCIA GENERAL DE LA TUTELA / EXCEPCIONES / REQUISITOS / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / FLEXIBILIZACIÓN / DEBER DE AGOTAR LOS RECURSOS ANTE LA AFP.
Desde sus orígenes se ha establecido la improcedencia general de la acción de tutela en lo que hace con asuntos relativos a reconocimientos pensionales cualquiera sea su índole, aunque la determinación no es absoluta y se han admitido excepciones al presentarse escenarios especiales que hacen necesario conceder el amparo, en particular, cuando se trata de beneficiar a niños, personas de la tercera edad, o que se encuentran en debilidad manifiesta -sin que esta sola circunstancia sea suficiente para acceder al reclamo-, quienes precisamente por estar fuera del mercado laboral, se entiende que no cuentan con otra forma de obtener recursos para el sostenimiento propio y de su núcleo familiar. 

En tal virtud la posición del órgano de cierre en materia constitucional sigue siendo, en principio, la de excluir el debate pensional de la esfera de dominio del juez en sede de tutela, en atención al principio de subsidiaridad, como así ha quedado clarificado desde la Sentencia T-344 de 2008. (…)
Estima la Corporación, que en principio le asistiría razón al accionante al acudir a la vía constitucional, para la protección de los derechos fundamentales que se consideran quebrantados por el no reconocimiento de la pensión de invalidez, por cuanto: (i) actualmente tiene 68 años de edad; (ii) se encuentra en delicado estado de salud debido a que padece diversas patologías; y (iii) fue calificado con una pérdida de capacidad laboral del 50.31%, a consecuencia de lo cual no puede trabajar.  Pero no obstante esas especiales circunstancias, que podrían tornar procedente la tutela para dejar de lado el procedimiento judicial ordinario, la jurisprudencia constitucional igualmente ha señalado que la parte interesada debe demostrar un cierto grado de diligencia frente a la entidad accionada, con miras a procurar la protección de los derechos que por vía de tutela exige. (…)
… se enfatizó, que aunque el señor FERNANDO MEJÍA había cotizado 1157 semanas, solo se tuvieron en cuenta aquellas aportadas hasta el año 2013, cuando se le realizó el reconocimiento de la indemnización sustitutiva, mas no las efectuadas con posterioridad a ello y que conforme al reporte arrimado se hicieron hasta octubre de 2019, sin que contra la referida determinación se interpusieran los recursos ordinarios.

Esa circunstancia por sí misma considerada releva al juez constitucional de inmiscuirse en tal terreno, por cuanto la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional. Es decir, que no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente.
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dos (02) de marzo de dos mil veinte (2020)

Acta de Aprobación No. 190
Hora: 10:30 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado del señor FERNANDO ESTEBAN MEJÍA VALENCIA contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), a consecuencia de la acción de amparo promovida en contra de COLPENSIONES.
2.- DEMANDA 

La situación puesta en conocimiento por parte del apoderado del señor MEJÍA VALENCIA se puede sintetizar así: (i) cuenta actualmente con 68 años de edad, y debido al desconocimiento del sistema de seguridad social aceptó recibir una indemnización sustitutiva de vejez, a pesar de lo cual continuó con sus cotizaciones al sistema; (ii) en julio 05 de 2018 radicó solicitud de pérdida de capacidad laboral, y mediante resolución 2018-13094315 COLPENSIONES le informó que no era posible continuar con dicho trámite por cuanto ya le había sido reconocido una prestación, ante lo cual interpuso tutela, que fue fallada a su favor y se le ordenó que adelantara la respectiva actuación, por lo cual  dicha entidad expidió el dictamen DML 3402476 de agosto 29 de 2019, que arrojó una pérdida de capacidad laboral del 50.31%; (iv) en septiembre 27 de 2019 solicitó la pensión por invalidez ante COLPENSIONES, que fuera negada por resolución SUB 284768 de octubre 15 de 2019; (v) el actor padece la enfermedad de parkinson que deteriora su salud, y tiene afectada su locomoción, por lo que requiere la ayuda permanente de familiares, además no posee pensión o subsidio alguno para sufragar sus gastos vitales y vive a la merced de ayuda que le pueden suministrar sus familiares más cercanos.

Pide que se amparen sus derechos fundamentales al mínimo vital y la seguridad social y en consecuencia se le reconozca y pague la mesada pensional por invalidez al señor FERNANDO ESTEBAN MEJÍA.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado de conocimiento admitió la acción constitucional y corrió traslado de la misma a COLPENSIONES, cuya Directora de Acciones Constitucionales indicó que la tutela es improcedente ante la existencia de otros medios de defensa judicial, ya que las controversias suscitadas entre afiliados y entidades administradoras debe ser resuelto por la jurisdicción laboral; la tutela por tanto no es el mecanismo idóneo para requerir dicha prestación en tanto de estar inconforme con lo resuelto debe agotar los procedimientos ordinarios. Pide que se declare improcedente la tutela.

3.2.- Culminado el plazo constitucional, la a quo en providencia de enero 27 de 2020 “negó por improcedente” el amparo pedido al considerar que no se acreditó la afectación al mínimo vital del actor, y por ende el riesgo inminente o irremediable de sus derechos fundamentales, para que obvie los mecanismos de defensa judicial a su alcance, esto es, el proceso administrativo o el ordinario laboral donde deben surtirse las actuaciones. Y no obstante que resolución que le negó la prestación era susceptible de recursos, el letrado no los interpuso o por lo menos no informó al respecto, por lo cual no adelantaron las gestiones mínimas de diligencia a que alude la jurisprudencia.

4.- IMPUGNACIÓN

Las razones de inconformidad planteadas por el apoderado del señor FERNANDO ESTEBAN MEJÍA se centran en lo siguiente: (i) si bien no interpuso recurso de reposición contra la decisión de COLPENSIONES, lo fue por el desgaste y consabida respuesta que habitualmente presenta la entidad, la cual se ratifica siempre en posiciones recalcitrantes, y niegan de manera consuetudinaria derechos pensionales, lo que a la postre desemboca en una batalla judicial; (iii) el juez desconoció el precedente jurisprudencial donde se reconoce el derecho al mínimo vital, vida digna y seguridad social de sujetos de especial protección constitucional, y aplicó de forma drástica, restrictiva e inflexible la regla establecida por la misma Corte en lo atinente a la culminación de la reclamación administrativa, la cual tenía un desenlace obvio a raíz del comportamiento histórico de la entidad; y (iv) desconoció la prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, y en relación con la demostración del riesgo inminente o perjuicio, el accionante actúa bajo el amparo de la buena fe y confianza legítima y se reitera que el mismo carece de ingresos económicos ya que depende exclusivamente de la ayuda de sus familiares, y su enfermedad no le permite desarrollar ninguna actividad económica que le permitan proveer recursos  para su subsistencia.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente el amparo solicitado por el señor FERNANDO ESTEBAN MEJÍA VALENCIA. De conformidad con el resultado, se adoptará la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o revocándola, como se entiende es lo que pretende su abogado, en tanto nada dijo al respecto.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo con la situación fáctica planteada por el accionante, se advierte que su pretensión consiste en que se ordene a Colpensiones que se proceda a reconocerle y pagarle su pensión de invalidez, amén de las circunstancias médicas que fueron objeto de dictamen de medicina laboral y la falta de recursos de los cuales derivar su subsistencia.

Desde sus orígenes se ha establecido la improcedencia general de la acción de tutela en lo que hace con asuntos relativos a reconocimientos pensionales cualquiera sea su índole, aunque la determinación no es absoluta y se han admitido excepciones al presentarse escenarios especiales que hacen necesario conceder el amparo, en particular, cuando se trata de beneficiar a niños, personas de la tercera edad, o que se encuentran en debilidad manifiesta -sin que esta sola circunstancia sea suficiente para acceder al reclamo-, quienes precisamente por estar fuera del mercado laboral, se entiende que no cuentan con otra forma de obtener recursos para el sostenimiento propio y de su núcleo familiar. 

En tal virtud la posición del órgano de cierre en materia constitucional sigue siendo, en principio, la de excluir el debate pensional de la esfera de dominio del juez en sede de tutela, en atención al principio de subsidiaridad, como así ha quedado clarificado desde la Sentencia T-344 de 2008
. 
Pero no obstante el carácter subsidiario y excepcional de la acción de tutela, la jurisprudencia actual no es completamente cerrada al tema del reconocimiento de pensiones por este medio, puesto que cada caso particular debe ser analizado con detenimiento, y en él se debe identificar la existencia o no de esas características que permiten que el juez constitucional reconozca el injusto en el cual se ha incurrido y ordene que el mismo cese de manera inmediata. Las mencionadas características fueron numeradas por la H. Corte Constitucional, en la providencia T-740/07
, las que de constatarse conllevarían a la prosperidad de la acción de tutela.
En efecto, aunque la Alta Corporación Constitucional ha indicado que la tutela no es la vía para exigir el reconocimiento y pago de prestaciones, existen algunas excepciones que convierte la tutela en el medio idóneo para exigirlas. Al respecto en la sentencia T-057 de 2017 se dijo lo siguiente:

“Esta Corporación ha establecido, a través de la jurisprudencia, que si bien la tutela no es la vía para reclamar prestaciones sociales, existen claras excepciones que convierten a la acción de amparo constitucional en el mecanismo más acertado para reclamarlas, estas son (i) que la tutela sea presentada para evitar un perjuicio irremediable, (ii) que la falta de reconocimiento de una prestación social vulnere algún derecho fundamental como la vida, la dignidad humana o el mínimo vital y (iii) que la negativa del reconocimiento se origine en actuaciones que por su contradicción con los preceptos legales y constitucionales desvirtúen la presunción de legalidad de las actuaciones de la administración pública o sea evidentemente arbitraria, en el evento de que sea un particular quien preste este servicio público
.

Ahora bien, el juicio de procedibilidad de la acción de tutela no puede ser igual en todos los casos, pues este debe ser flexible cuando se trata de personas que se encuentran en estado de debilidad manifiesta y demandan una protección constitucional especial como son, los ancianos, los niños, las mujeres embarazadas, las madres o padres cabeza de familia o las personas que padecen algún tipo de discapacidad física o mental, eventos en los cuales la procedencia de la acción se hace menos estricta
.

En consecuencia, esta Sala llama la atención a los jueces de instancia de las acciones de tutela de la referencia, por cuanto quienes invocan el amparo de sus derechos fundamentales son personas que se encuentran en un estado de debilidad manifiesta por las enfermedades que padecen, las cuales ya han sido calificadas y se ha determinado que efectivamente padecen una discapacidad, por lo que son sujetos de especial protección constitucional que merecen un trato preferencial por parte del Estado y, por tanto, el análisis de la procedencia de la acción es mucho más flexible. Lo anterior sin tener en cuenta que, como resultado de su estado de salud, se encuentran en una situación económica precaria al estar imposibilitados para trabajar y proveerse de los medios necesarios para su subsistencia”.

De igual manera la jurisprudencia constitucional, ha señalado la posibilidad de acudir a la acción de tutela para obtener el reconocimiento de la pensión de invalidez, como así se indicó en la Sentencia T-503 de 2017, donde se dijo:

 

“En Sentencia T-533 de 2010 la Corte reiteró la línea establecida en la sentencia antes mencionada [T-653 de 2004], al reconocer que cuando se formula una acción de tutela en aras lograr el reconocimiento de una pensión de invalidez, se trata de un derecho fundamental per se, “susceptible de protección por vía del amparo constitucional, particularmente por coincidir dos elementos fundamentales:

 

(i) por una parte, la calidad del sujeto que la reclama. Es claro que las circunstancias de vulnerabilidad y de debilidad manifiesta de una persona declarada inválida, hacen necesaria la inmediata protección del derecho a la pensión de invalidez, asegurando de esa manera la garantía y respeto de derechos fundamentales como la vida, la dignidad, la integridad física y el mínimo vital entre otros;

 

(ii) En segundo lugar, porque la importancia de tal reconocimiento radica en el hecho de que en la gran mayoría de los casos, esta prestación se constituye en el único sustento económico con el que contaría la persona y su grupo familiar dependiente para sobrellevar su existencia en condiciones más dignas y justas.”

Estima la Corporación, que en principio le asistiría razón al accionante al acudir a la vía constitucional, para la protección de los derechos fundamentales que se consideran quebrantados por el no reconocimiento de la pensión de invalidez, por cuanto: (i) actualmente tiene 68 años de edad; (ii) se encuentra en delicado estado de salud debido a que padece diversas patologías
; y (iii) fue calificado con una pérdida de capacidad laboral del 50.31%, a consecuencia de lo cual no puede trabajar.  Pero no obstante esas especiales circunstancias, que podrían tornar procedente la tutela para dejar de lado el procedimiento judicial ordinario, la jurisprudencia constitucional igualmente ha señalado que la parte interesada debe demostrar un cierto grado de diligencia frente a la entidad accionada, con miras a procurar la protección de los derechos que por vía de tutela exige. Al respecto se ha dicho:

“[…] este Tribunal se ha pronunciado de forma particular sobre la procedencia del amparo constitucional contra decisiones proferidas por entidades administradoras de pensiones. En particular, en la sentencia T-142 de 2013
, reiterada por la T-326 de 2015
, este Tribunal estableció que en esos casos es necesario demostrar: (i) un grado mínimo de diligencia por parte del accionante al solicitar la protección del derecho invocado y (ii) la afectación del mínimo vital.

 

6.- En esta oportunidad, la Corte reitera las reglas jurisprudenciales de procedencia de la acción de tutela, en las que se establece que el amparo constitucional sólo procede en los casos en que (i) no existe un mecanismo judicial idóneo y eficaz para proteger los derechos fundamentales invocados en la tutela y (ii) a pesar de que exista el mecanismo idóneo, no resulta eficaz ante la inminencia de la ocurrencia de un perjuicio irremediable esto es, una afectación inminente, grave y urgente. En relación con el segundo presupuesto, se reitera que el juez constitucional debe evaluar las condiciones particulares de cada caso para verificar si el amparo constitucional procede como mecanismo transitorio o definitivo.

 

Asimismo, se reitera que en los casos de acciones de tutela contra decisiones proferidas por entidades administradoras de pensiones, el demandante debe demostrar: (i) que ha realizado actuaciones para obtener la protección del derecho reclamado y (ii) la afectación de su mínimo vital.

En este preciso asunto, se evidencia que si bien por parte del accionante se solicitó a COLPENSIONES el reconocimiento de la pensión de invalidez, la misma le fue negada al considerar que no cumplía las exigencias legales por no acreditar las 50 semanas dentro de los 3 años anteriores a la fecha de estructuración, es decir, en el período comprendido entre 29 de agosto de 2016 y el 29 de agosto de 2019, en tanto el último período válidamente cotizado fue aquel correspondiente a 2011-12.

Igualmente se enfatizó, que aunque el señor FERNANDO MEJÍA había cotizado 1157 semanas, solo se tuvieron en cuenta aquellas aportadas hasta el año 2013, cuando se le realizó el reconocimiento de la indemnización sustitutiva, mas no las efectuadas con posterioridad a ello y que conforme al reporte arrimado se hicieron hasta octubre de 2019, sin que contra la referida determinación se interpusieran los recursos ordinarios.
Esa circunstancia por sí misma considerada releva al juez constitucional de inmiscuirse en tal terreno, por cuanto la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional. Es decir, que no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente. 
Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008 expresó: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
 
“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]” (negrillas fuera de texto).

Se deduce de lo anterior que si la parte afectada no ejerce las acciones legales o no utiliza los recursos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, como aconteció en este específico caso, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción. 
Frente a tal circunstancia, no halla explicación el Tribunal acerca de los motivos por los cuales no se efectuaron con la debida diligencia las gestiones oportunas para oponerse a la determinación adoptada por COLPENSIONES, que resultaba perjudicial para los intereses del actor, sin que sean de recibo los argumentos entregados por el abogado en el recurso, en cuanto señaló que  COLPENSIONES “siempre se ratifica en sus posiciones, lo que a la postre conlleva al adelantamiento de procesos judiciales y que por ende la reclamación administrativa tendría un desenlace obvio”. Tal pensamiento, en sentir de la Colegiatura, conlleva anticiparse de manera negativa al pronunciamiento que pudiera proferir la administración, cuando bien podría suceder que lo resuelto por la misma fuera totalmente distinto a lo pregonado por el letrado; es decir, que todo se queda en una mera hipótesis, ante el silencio del interesado a ese respecto.
Precisamente el haberse abstenido de manifestar su disenso frente a lo decidido por COLPENSIOINES mediante la Resolución SUB 284768 de octubre 15 de 2019, comporta pregonar que se estuvo de acuerdo con lo allí decidido, habida cuenta que no de otra forma puede interpretarse el no ejercer los mecanismos jurídicos en procura de la defensa de sus derechos. 

No puede desconocer la Sala la situación médica y económica por la que seguramente atraviesa en la actualidad el señor MEJÍA VALENCIA, pero ello per se no es suficiente para conceder el amparo, al ser evidente que por descuido, desconocimiento o desidia, no se siguieron los trámites pertinentes contra la decisión que en su momento le fue desfavorable, y por ende en atención al principio de subsidiariedad la tutela no procede para atender el reclamo.

Finalmente, y no obstante que la acción constitucional no era procedente para solicitar el amparo, la juez de primer nivel dispuso “negar por improcedente” la tutela, en una clara falta de técnica toda vez que la “denegación” implica un análisis de fondo, mientras que la “improcedencia” supone la ausencia de los requisitos procesales indispensables para que el juez pueda proferir una decisión definitiva acerca del asunto sometido a su consideración, como así lo tiene decantado la jurisprudencia

Así las cosas, en el presente caso la falladora debió haber declarado “improcedente” la acción, pero no “negar” lo solicitado; en consecuencia, la Sala modificará la parte resolutiva de la sentencia de primer grado para en su lugar declarar improcedente la acción interpuesta.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, pero se MODIFICA la parte resolutiva de la providencia por medio de la cual “negó por improcedente” la acción, y en su lugar SE DECLARA IMPROCEDENTE el amparo de los derechos fundamentales reclamados por el señor FERNANDO ESTEBAN MEJÍA VALENCIA.

SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� En dicha decisión se expresó: “Es por ello que la acción de tutela no puede ser entendida como una instancia idónea para tramitar y decidir conflictos de rango legal, pues con este propósito, el legislador dispuso los medios y recursos judiciales adecuados, así como las autoridades y jueces competentes”. Así mismo sobre el tema de la subsidiariedad de la acción, se pueden revisar entre otras, las sentencias T-653 de 2004, T-018 de 2008 y T-043 de 2007. 


�  “[…] (i) los beneficiarios del derecho pensional son sujetos de especial protección constitucional; (ii) los medios ordinarios de defensa judicial no son idóneos para proteger los derechos presuntamente vulnerados; y, (iii) existe certeza sobre la ocurrencia de un perjuicio irremediable a los derechos fundamentales si el reconocimiento de la pensión no se hace efectivo como mecanismo transitorio […]y, cuando conforme a las pruebas allegadas al proceso, el juez de tutela constata que efectivamente, a pesar de que le asiste al accionante el derecho a la pensión que reclama, éste fue negado de manera caprichosa o arbitraria.” 


� C. Const. sentencia T-103 del 8 de febrero de 2008, MP. Jaime Córdoba Triviño.


� C. Const. sentencia T-080 del 31 de enero de 2008, MP. Rodrigo Escobar Gil.


� Conforme lo plasmado en el dictamen de pérdida de capacidad laboral, presenta los siguientes diagnósticos: “Cardiomiopatía Isquémica, hipertensión esencial primaria, insuficiente renal crónica no especificada, poliartrosis no especificada y trastorno de la refracción”. Ver folio 19.


� M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� M.P. Luis Ernesto Vargas Silva..


� Ver sentencia T-883 de 2008.
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